
  [image: Cover]


  [image: Portadilla]


El Colegio Mexiquense, A.C.





  Dr. César Camacho


  Presidente


  Dr. José Antonio Álvarez Lobato


  Secretario General


  Dr. Raymundo César Martínez García


  Coordinador de Investigación


  [image: Falsa]



302.725

O75


  Raíces históricas del municipio. Estado de México y Oaxaca / María del Carmen O75 Salinas Sandoval, coordinadora— Zinacantepec, Estado de México: El Colegio Mexiquense, A. C., 2020.


  212 p.: mapas y cuadros. (Quincentenario del Municipio Mexicano, 1)

ISBN: 978-607-8509-65-2 (edición impresa)

ISBN: 978-607-8509-90-4 (edición electrónica)


  1. Ayuntamientos — México (Estado) — Historia — Siglo xix. 2. Municipios — México (Estado) — Historia — Siglo xix. 3. Municipios — Oaxaca (Estado) — Historia — Siglo xix. 4. Toluca — México (Estado) — Historia — Siglo xx. 5. Ocoyoacac — México (Estado) — Historia — Siglos xix-xx. I. Salinas Sandoval, María del Carmen, coordinadora.




  Edición y corrección: Rebeca Ocaranza Bastida 

Diseño, formación, tipografía y cuidado de la edición: Luis Alberto Martínez López

Ilustración de portada: Luis Alberto Martínez López


Primera edición digital 2021


  D.R. © El Colegio Mexiquense, A. C.

Ex Hacienda Santa Cruz de los Patos s/n,

col. Cerro del Murciélago,

Zinacantepec 51350, México

MÉXICO

Página-e: www.cmq.edu.mx


  Esta obra fue sometida a un proceso de dictaminación académica bajo el principio de doble ciego, tal y como se señala en los puntos 31 y 32, del apartado V, de los Lineamientos Normativos del Comité Editorial de El Colegio Mexiquense, A.C.


  Queda prohibida la reproducción parcial o total del contenido de la presente obra, sin contar previamente con la autorización expresa y por escrito del titular de los derechos patrimoniales, en términos de la Ley Federal de Derechos de Autor, y en su caso, de los tratados internacionales aplicables. La persona que infrinja esta disposición se hará acreedora a las sanciones legales correspondientes.


  Hecho en México /Made in Mexico


ISBN: 978-607-8509-65-2 (edición impresa)

ISBN: 978-607-8509-90-4 (edición electrónica)


  Presentación


  Cinco siglos de historia han pasado y hoy lo conmemoramos porque conmemorar no es solamente hacer memoria en común, evocación que permite la retrospectiva y el recuento; es, también, ejercicio de reflexión y proyección, visión estratégica que se alimenta de enseñanzas, algunas dolorosas, pero todas aleccionadoras y fecundas. Oportunidad para repensar y, así, revalorar al muy mexicano municipio. Preludio a la acción que, conociendo de dónde se viene, traza el camino hacia dónde se quiere ir.


  Tal fue el propósito del Segundo Congreso Internacional de Derecho Municipal, convocado por El Colegio Mexiquense a propósito del quincentenario de la fundación del primer municipio en la América continental; foro en el que, sin dogmatismos, en un clima de libertad, muy destacados conferencistas y ponentes, nacionales e internacionales, hicieron un diagnóstico acertado, fundado y crítico de la historia, del presente y devenir de esta comunidad política que es, al mismo tiempo, asamblea de iguales, gobierno doméstico y escuela de la democracia.


  Intentemos retroceder en el tiempo y recrear la escena. En la selva de la ciénaga del Golfo del Anáhuac, el olor de la vegetación descomponía los intestinos, el calor provocaba que el viento ardiera, el color llenaba de verdes imposibles los ojos de los conquistadores. ¡Sobrenatural! Así fue el primer impacto que recibieron, poderoso como el temor que los impulsaba a avanzar hacia lo incógnito; con la improbable consciencia de estar adentrándose en el futuro. En ese entorno y con una síntesis de audacia, ambición y aventura, en una playa baldía, el 22 de abril de 1519, amparándose en la práctica legal llamada “poblamiento”, figura jurídica usada años antes en la península Ibérica para recuperar los territorios ocupados por los árabes, Hernando Cortés procedió a la apremiada fundación de la Villa Rica de la Vera Cruz, el primer ayuntamiento en tierra firme del septentrión.


  Con este acto jurídico creador, dotó de fuerza legitimadora a la “Nueva España del Mar Océano”. Fue, en palabras del historiador Antonio García de León, un acto de extrema rebeldía, pero también de evidente agudeza jurídica y de genio político. Fue, lo entendemos así, acontecimiento histórico y momento fundacional. Punto de quiebre y de partida, agonía y alumbra-miento, origen y destino.


  Una vez elegido el cabildo por la tropa de soldados convertidos en vecinos de ocasión, Cortés dejó atrás su condición de subordinado de Diego Velázquez de Cuéllar y asumió las responsabilidades que le asignó el ayuntamiento de la villa como “Justicia Mayor, Alcalde y Capitán General de todos”. Ignoraba que, en ese tiempo, el imperio mexica tenía como su base de organización sociopolítica al Calpulli, estructura vecinal con autonomía, formada por un conjunto de familias con ascendencia compartida que poseían tierras y desarrollaban trabajo comunitario; un gobierno interno y una escuela de formación para jóvenes guerreros. Sociedad organizada y hegemónica que habría de derrumbarse en los siguientes meses para dar paso a la fusión de dos civilizaciones predestinadas a converger desde ángulos opuestos; una desde la épica y otra desde la tragedia, para formar, juntas, la simiente de la nueva nación mexicana.


  Resultó paradójico: mientras en España, en Villalar, moría el gobierno comunal en los dominios del primer Habsburgo, en Veracruz nacía el municipio mexicano en los dominios del último tlatoani.


  Estos hechos acreditan, pues, que el nuestro, como la Patria misma, es un municipio mestizo; que rescataba la fuertemente arraigada estructura social prehispánica, al tiempo que echaba mano de la experiencia del cabildo español que heredó una larga tradición que se remonta incluso a la república romana en cuyo seno había germinado la civitas moderna. La propia etimo-logía del vocablo “municipio” lo sugiere pues proviene de las voces munus y capere, que juntas se refieren a la obligación que se imponía a los habitantes de los primeros centros urbanos a “hacerse cargo” de los gastos comunes, es decir, a contribuir a la cosa pública; tras de lo cual se les reconocía como individuos capaces de representarse ante la autoridad, portadores de derechos y aportadores de opiniones en la discusión de los asuntos generales. Iniciaba entonces la conversión del hombre libre en ciudadano y contribuyente.


  En México, el decurso jurídico y político del municipio fue azaroso. En la Colonia los ayuntamientos recién instituidos se consolidaron en las ciudades y villas erigidas por y para los españoles, mientras que, en los cuatro mil pueblos de indios llamados “repúblicas”, se crearon concejos municipales para representarlos ante el gobierno novohispano; situación que la Constitución de Apatzingán de 1814 no se atrevió a alterar, estableciendo que en pueblos, villas y ciudades habría, respectivamente, gobernadores, repúblicas y ayuntamientos, mientras no se adoptara otro sistema.


  Dilema propio de toda “sociedad fluctuante”, en la que pugnan, de un lado, el orden colonial que se niega a claudicar, y del otro, el surgido de la independencia que no atina a imponerse, tal oscilación llevó a que los textos constitucionales federalistas no regularan en forma explícita el orden municipal, probablemente en el afán de respetar la autonomía de los estados; en tanto que los centralistas sí tuvieron el acierto de preverlo en la ley fundamental, si bien sometiéndolo a los niveles superiores de gobierno.


  Desde la Constitución de Cádiz, que previó la composición de los ayuntamientos, la forma de elegir a sus miembros y sus principales atribuciones; hasta el Reglamento Provisional del Imperio de 1822 que prescribía el papel que jugarían intendencias, diputaciones provinciales, ayuntamientos y alcaldías, pasando por la Constitución de Apatzingán que mantuvo el estado de cosas en tanto “la soberanía de la nación formaba el cuerpo de leyes que habrían de sustituir a las antiguas”, la figura municipal estuvo ausente en los primeros documentos constitucionales.


  Tanto el Acta Constitutiva de la Federación Mexicana como la primera Constitución Federal de octubre de 1824, dejaron a los estados organizar libremente su régimen interior, por lo que la organización del municipio se desplazó a las constituciones locales que continuaron remitiendo a la carta gaditana de 1812.


  Las llamadas Siete Leyes Constitucionales de 1836 incluyeron la reglamentación de los municipios, al mencionarlos en la sexta de ellas, dedicada a la división de la república y al gobierno interior de los pueblos; determinando que los ayuntamientos, electos popularmente, tendrían el número de integrantes que les fuese asignado por la junta departamental respectiva, de acuerdo con el gobernador que conservaba un férreo control sobre éstas. Pirámide de mando que pervivió en el Reglamento Provisional para el Gobierno Interior de los Departamentos del 20 de marzo de 1837 y que, en su visión elitista, excluía de participar a la mayoría de la población.


  La Constitución de 1857 no superó el viejo escrúpulo federalista, apunta Salvador Valencia, que al ponderar el campo de acción de los estados, renunció a normar la vida municipal, lo que derivó en que fueran las constituciones particulares las que se ocuparon de dividir los estados en distritos, como en Oaxaca; en cantones, como en Veracruz, o en partidos, como en Aguascalientes, circunscripciones todas éstas que usualmente se fraccionaron en municipalidades.


  Tena Ramírez, por su parte, reseña y lamenta que no hubiese prosperado la adición propuesta por el diputado Castillo Velasco, que estimaba indispensable incluir un artículo que se refiriera al municipio, pues “la prosperidad de las municipalidades rebosará en los estados, y el bien de las partes hará el bien del conjunto de ellas”, por lo cual “no por ahorrar algunas palabras en el código general o por el temor de arreglar por medio de una base común algunos puntos de la administración de los estados”, debía privarse al ámbito local del rango constitucional.


  De esta revisión somera, se desprende que el estatuto municipal fue uno de los temas que más opusieron a liberales y conservadores, federalistas y centralistas, republicanos y monárquicos, en la feroz guerra de ideas, como dijo Reyes Heroles, en que se debatieron a lo largo del siglo xix. Las diversas, y en no pocas ocasiones, contradictorias legislaciones que se sucedieron en el periodo, aunado al desempeño arbitrario y rapaz de los agentes enviados por el gobierno nacional, fuesen prefectos, intendentes o jefes políticos, habrían de abonar el terreno para la explosión masiva de las grandes reivindicaciones que imbricaron justicia social y municipio libre.


  El 25 de diciembre de 1914, a impulso de Carranza, se aprobó precisamente una adición a la constitución del 57; se trataba de una de las llamadas “leyes preconstitucionales”, la cual anticipaba que los estados tendrían al municipio como la base de su división territorial y organización política, administrado por ayuntamientos de elección popular directa y sin ninguna autoridad intermedia entre ambos. De manera que fue casi 400 años después de la fundación del primer ayuntamiento que, al final, una Constitución del país, la del 17, lo regularía prolijamente.


  De entonces a la fecha, se han aprobado 15 reformas o adiciones al artículo 115 destacando dos: la de 1983, que estableció los servicios públicos a cargo de los ayuntamientos, les cedió facultades de planeación y desarrollo urbano, potestades tributarias y el derecho de aprobar su propio presupuesto de egresos; y la de 1999, que lo reconoció como ámbito de gobierno, permitió la asociación entre municipios de estados distintos, introdujo el derecho de iniciativa en materia fiscal local y puso a las policías bajo el mando de los presidentes municipales.


  Son 500 años los que han transcurrido. El municipio es hoy la organización política elemental, la más cercana a la gente; orden de gobierno colegiado y plural, sin muros de contención política, donde el pueblo participa en los asuntos que le afectan directamente. Espacio para la convivencia diaria, donde priman lo cercano y lo inmediato; ámbito en el que se defienden o vulneran los derechos esenciales de las personas; reflejo de la evolución o, al contrario, del retroceso de nuestras instituciones republicanas. Es aquí, en lo local, donde se encauza la Nación; donde adquiere densidad, vigor y humanidad. Sustento del Pacto federal, pilar del Estado y base de la integración del territorio patrio, de sus regiones y comunidades. Lugar desde el cual sucede y cobra sentido eso que nos cohesiona e identifica en la más grande diversidad: nuestra mexicanidad.


  Las y los mexicanos vivimos en 2 458 municipios que son otros tantos espacios para vivir a plenitud la ciudadanía, condición que no se adquiere simplemente por cumplir la mayoría de edad legal, sino que entraña el ejercicio pleno de los derechos y la asunción cabal de las responsabilidades que a cada uno corresponden dentro de la colectividad. La política vívida, rebosante, empieza en los municipios, pero ahí no se agota pues trasciende a los estados; y es justamente esa política local, intensa y vigorosa, la que da consistencia y contenido, solidez y rumbo a la política nacional. Así lo vislumbró el constituyente Heriberto Jara quien advertía en los debates del 17 que “si queremos que los municipios sean importantes en México, deben tener autonomía política y autonomía económica”. La grandeza de esta Nación es igual a la suma de sus partes; el país empieza y termina en sus municipios.


  Necesitamos un municipalismo que no fusione ni divida; uno que articule. La transformación del municipio es condición sine qua non para poner al día a nuestro régimen federal. Los ayuntamientos, depositarios de la soberanía merced al voto popular, deben contar con las capacidades políticas, financieras y organizativas para ejercer a plenitud sus facultades. Muchos son los rezagos y los pendientes, legislativos y ejecutivos. Para acometer los retos de la modernidad, al municipio se le debiera reconocer el derecho que tiene de iniciar leyes, como lo tiene previsto, por cierto, la Constitución mexiquense; ejercer sin límites su facultad reglamentaria y poder echar mano de mecanismos de control constitucional; asumir plenamente su papel como bastión de la seguridad pública, con policías que inspiren confianza; mejorar todavía más sus capacidades recaudatorias, especialmente las referentes a las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria, para lo que se debe modernizar los catastros; poder cobrar el derecho por la prestación del servicio de alumbrado público; proporcionar servicios públicos de calidad que lleguen a toda la población; generar un ordenamiento territorial sustentable y un desarrollo urbano basado tanto en la accesibilidad como en la movilidad; introducir mecanismos de coordinación y concertación con las comunas vecinas y con las que eventual-mente comparta el fenómeno de la conurbación; facilitar la vida de las personas mediante el uso de la tecnología y la innovación; actuar, sobre todo, con transparencia y rendir cuentas de su gestión ante la sociedad.


  Heredero del calpulli nativo y del ayuntamiento peninsular, el municipio se mantiene como la más antigua y más robusta forma de organización política y social. Por eso, en el encuentro académico al que convocamos, participamos validos de las distintas herramientas que nos dan la reflexión sistemática, la duda metódica y la honestidad intelectual, pero todos haciendo profesión de fe municipalista; porque atender los problemas que aquejan a este gran país pluriétnico y pluricultural, es tarea que empieza en sus municipios.


  En ese foro se intercambiaron impresiones sobre la historia del municipio y sus claroscuros; con argumentos depurados y propuestas visionarias, se discutió en qué materias es necesario legislar para que se siga consolidando como el eje articulador de la transformación nacional, y cómo aprovechar las facultades y medios ya disponibles para construir las políticas públicas necesarias para la consecución de objetivos concretos. Empresa confiada a estudiosos y especialistas, pero también a los hombres de acción y compromiso. Hombres con el ímpetu que los mexicanos exigen y que los mexiquenses conocen del gobernador Alfredo Del Mazo Maza, apoyador incondicional de este trascendental evento. Él conoce la realidad municipal desde su entraña pues sirvió a Huixquilucan y dejó en herencia, finanzas sanas, viabilidad económica y productiva, enmarcadas en un clima de entendimiento político y trabajo. Ahora, como titular del Ejecutivo estatal, promueve una perspectiva integral, competitiva e incluyente del desarrollo de la entidad, en la que los 125 municipios tienen un lugar preponderante. Los mexiquenses aprovechamos que hay timón y timonel.


  Como los mayores logros y satisfacciones los da el trabajo en equipo, expreso mi más amplio reconocimiento a las instituciones que sumaron capacidades y esfuerzos para hacer realidad esta iniciativa. A la Universidad Nacional Autónoma de México y a la de Guanajuato. También a la influyente Red de Investigadores en Gobiernos Locales Mexicanos y a la muy apreciada Asociación Internacional de Derecho Municipal que con gran generosidad participaron. A todos, El Colegio Mexiquense les extiende su fraternal gratitud. De todos es el mérito que nos permite producir y presentar esta gran obra en varios tomos, que hace honor al bien ganado prestigio del sello editorial de El Colegio, institución que refrenda con trabajos excepcionales como éste, su importancia como centro de investigación, enseñanza y divulgación de la cultura en ciencias sociales e historia, particularmente en desarrollo municipal.


  Que el principal fruto de nuestros empeños, al celebrar la grandeza y potencial del municipio mexicano, sea su reivindicación como la piedra angular de esta Nación; como el resultante de una eclosión cultural que nos cambió para siempre y que no ha de terminar hasta que engendre una mejor sociedad: más libre, igualitaria, justa, pacífica y próspera. Donde se refrende la confianza en la tierra entrañable y en la gente cotidiana; donde tengamos un espacio común, la casa que nos cobije a todos, el escenario para la realización de cada uno, donde nos ganemos, como quisieron los padres fundadores, día a día, un pedazo de felicidad.


  César Camacho
Presidente de El Colegio Mexiquense


  Introducción


  Los ayuntamientos son una de las principales instituciones sociales y políticas de México; se formaron constitucionalmente a principios del siglo xix y en ellos se mezclaron prácticas corporativas del antiguo régimen colonial y principios de la doctrina político-filosófica liberal. Los primeros ayuntamientos constitucionales los promovió la Constitución de la Monarquía Española, o Constitución de Cádiz de 1812, la cual contenía nociones revolucionarias en la estructura política como igualdad jurídica entre los integrantes de la sociedad, libertad individual y representación ciudadana. Bajo el amparo de esas propuestas legales se crearon ayuntamientos en Nueva España, que fueron adquiriendo una manera diferente de organizarse como administradores y gobernantes de los pueblos. Para esos ayuntamientos, para las autoridades superiores de las provincias y para los pueblos fueron complejas la adopción y la aplicación de las normas liberales, provocando combinaciones de estas con los usos y costumbres colectivos practicados durante casi tres siglos de gobierno colonial.


  La política local empezó a comprender las primeras relaciones políticas entre ciudadanos y a situar los ayuntamientos dentro de una estructura gubernamental de tipo liberal en la cual debían recurrir a la Diputación Provincial como la autoridad jerárquica inmediata superior. Las relaciones políticas en los pueblos se dieron entre los ciudadanos-vecinos españoles (indios, criollos, mestizos y españoles) para elegir y ser elegido, de manera indirecta, bajo un ordenamiento constitucional. Se dispuso que el poder, disperso en las Raíces Históricas del municipio: Estado de México y Oaxaca antiguas repúblicas de indios y en los anteriores cabildos de españoles y de criollos, se concentrara en busca de la unidad de la nación española.


  Con la nueva organización liberal quedaba oficialmente fuera la tradición de autogobierno colectivo que tenían los pueblos a través de las repúblicas de indios. Se inició así un proceso complicado de discrepancias y acuerdos entre habitantes y autoridades locales, entre los mismos habitantes y entre las autoridades de diferente rango de gobierno. Se rompió con el esquema de privilegios del antiguo régimen y se inició la construcción de un nuevo gobierno nacional y local —que impulsó al municipio—, como una institución que permaneció en las diferentes formas de gobierno del México decimonónico: monarquía moderada, república federal y república central. De ahí la intervención del nivel municipal en los principales acontecimientos políticos nacionales, regionales y estatales durante los siglos xix y xx y, por supuesto, hasta la actualidad. Algunos de estos acontecimientos fueron la guerra de Independencia política de México respecto a la Corona española, la organización interna de cada entidad federativa, la base del cambio del sistema de gobierno federalista en centralista, y viceversa; la guerra entre los ejércitos de México y los Estados Unidos de América, el movimiento de Ayutla, la intervención francesa, la Revolución mexicana y la construcción del Estado posrevolucionario.


  Los ayuntamientos constitucionales empezaron a estar presentes en las actividades de la vida política y social de las localidades y en la organización administrativa de los municipios. Fueron adquiriendo legitimidad política como autoridades elegidas por los ciudadanos y que constituían la base de la estructura del gobierno; y fueron actuando en un territorio político-administrativo (constituido por pueblos, barrios, villas, ciudades, haciendas y ranchos) que se fue circunscribiendo y que estaba bajo su jurisdicción, nombrado municipio o municipalidad.


  Durante el siglo xix cada provincia, entidad federativa o departamento del país fue constituyendo su propia vida municipal y fue asimilando y aplicando las normas nacionales (Constitución de Cádiz, constituciones federales de 1824 y 1857, y las centrales de 1836 y 1843) en sus divisiones territoriales político-administrativas internas. Las autoridades estatales o departamentales legislaron para dictar sus propios decretos y disposiciones liberales sobre los municipios. Precisaron el proceso electoral, los requisitos para formar parte de los ayuntamientos sus obligaciones y funciones —supervisadas por el Ejecutivo y el Legislativo estatales—, así como el lugar que ocupaban dentro de la estructura del gobierno estatal o departamental sin dejar de constreñir las reglas para relacionarse con la sociedad. Con estas medidas legales y sus prácticas se fueron centralizando la administración y la política municipales en beneficio de la integración de las entidades federativas.


  La respuesta social fue diversa, algunos pueblos decidieron defender sus derechos colectivos utilizando la legislación liberal referente a los municipios adaptada a sus condiciones colectivas con el afán de recuperar sus tierras o no perderlas, tener representantes dentro del ayuntamiento, o como auxiliares en los pueblos, y defenderse de los abusos de poder de autoridades locales (ayuntamientos, administradores de rentas, jueces de primera instancia y jefes políticos). En otros pueblos de ascendencia indígena se opusieron de manera contundente a la aplicación de las leyes liberales como la ley de desamortización de bienes eclesiásticos y de corporaciones civiles; consideraban que se violentaban sus derechos colectivos esenciales para mantener su vida en comunidad.


  La política liberal trataba de transformar las culturas indígenas para alcanzar el ideal de población mestiza a través de la educación de primeras letras y de las prácticas ciudadanas, convirtiéndose el municipio en un espacio privilegiado para tal fin, condición que se logró en la mayor parte del país; sin embargo, algunos municipios con importante población indígena continuaron luchando porque se reconocieran sus características propias de gobierno y su dignidad como corporación.


  Las funciones y obligaciones de los ayuntamientos eran supervisadas por una autoridad intermedia (jefe político o prefecto), perteneciente a la organización del ejecutivo estatal, para asegurar el cumplimiento de las leyes y para acordar con la sociedad las posibles soluciones a los problemas sociales, políticos y económicos locales que se presentaban, en particular en los asuntos electorales y de pacificación social. Estas conductas de inspección municipal fueron condenadas por los grupos revolucionarios entre 1910 y 1917 lo que desencadenó su exterminio de la política local. Los movimientos revolucionarios pugnaron, entre sus reivindicaciones, por obtener la libertad municipal al aglutinar su visión de lucha en la extinción de los jefes políticos, en el reconocimiento de su personalidad jurídica y en elecciones directas del ayuntamiento. Se prescribió en la Constitución federal de 1917 que el municipio era la base de la división territorial y organización política de los estados; punto muy favorable para la estructura federal del país, pero no suficiente para combatir su centralidad y dependencia de los poderes estatales y federales.


  Entre 1824 y 1917 el poder político municipal no se consideró legalmente como parte y base de la estructura gubernamental del país, sino como parte de la organización política interna de cada estado o departamento. Este reconocimiento perduró hasta la Constitución federal de 1917 como corolario del movimiento revolucionario y, en consecuencia, quedó plasmado en todas las constituciones políticas de las entidades federativas.


  En cuanto al poder social del municipio, históricamente se ha considerado su presencia inquebrantable, tanto por los habitantes como por la gama de autoridades y grupos de poder. De ahí la tendencia de estos últimos a controlarlo o contenerlo no sólo durante el siglo xix, sino también en la época posrevolucionaria con la legislación, con alianzas, con convenios o con el uso de la violencia.


  Otro proceso social y político surgido de la Revolución mexicana fue la reforma agraria. Con su aplicación los gobiernos posrevolucionarios crearon una estructura administrativa y política paralela al poder municipal, que se encargó de organizar y autorizar la restitución y dotación de tierras para la formación de ejidos en todo el país. Esa estructura quedó bajo la jurisdicción de las autoridades federales, lo que propició las restricciones de decisión de los municipios en materia agraria. Quedaron fuera del ámbito municipal todos aquellos asuntos que históricamente habían constituido las tareas primordiales para los pueblos, que perseguían el control y aprovechamiento de los recursos naturales.


  Los municipios que se estudian en este libro colectivo pertenecieron a la estructura política y social de Nueva España, del México decimonónico y de las primeras décadas del gobierno posrevolucionario; constituyen una muestra del complejo mundo de relaciones desarrolladas en el primer nivel de gobierno, el municipal, y en la base de la organización social, descubriendo comunidades vivas y diversas. Estas características instituyen las raíces históricas de los municipios actuales del Estado de México y de Oaxaca. El texto se divide en cinco capítulos presentados en orden cronológico.


  El primer capítulo, “Los cabildos novohispanos: raíces históricas de los ayuntamientos del altiplano central mexicano” de René García Castro, inicia con un análisis de los cabildos novohispanos como antecedentes históricos de los municipios del altiplano central mexicano con el objetivo de examinar la evolución de los cabildos tanto de indios como de españoles, así como la de los ayuntamientos constitucionales en el período gaditano y los primeros años de la República federal en el actual territorio del Estado de México. El autor evalúa los cambios y las continuidades de estas unidades básicas de organización política entre el periodo novohispano y la primera década del México independiente, y desarrolla las siguientes interrogantes: ¿cuáles de los cabildos de indios fundados en la segunda mitad del siglo xvi lograron tener una continuidad ininterrumpida hasta la época republicana?, ¿cuántos cabildos de indios o de españoles se fundaron en los siglos xvii y xviii y, de estos, cuáles lograron trascender a la época republicana? y ¿cuáles ayuntamientos republicanos fueron de nueva creación en el espacio mexiquense? García Castro demuestra que, a pesar de los cambios y ajustes entre la época colonial y la república federal en la forma de reconocer la existencia de los gobiernos locales (cabildos-municipalidades) y las entidades político-territoriales que los sustentaron, hubo líneas de continuidad de gran significación que en muchos casos se prolongan hasta el día de hoy. Concluye René García que la mitad de los cabildos de indios que se fundaron en el siglo xvi lograron mantener una larga línea de continuidad de forma ininterrumpida al representar 55 por ciento de los nuevos ayuntamientos republicanos reconocidos en 1825-1826. Asimismo, hubo otros 29 ayuntamientos mexiquenses que tuvieron como antecedente un cabildo de indios o un cabildo de españoles fundados entre los siglos xvii y xviii y durante las dos experiencias gaditanas, entre 1812 y 1821.


  Diana Birrichaga Gardida, en el segundo capítulo, “Los límites de lo municipal: organización del gobierno interior de los pueblos en el Estado de México, 1812-1824” se propone mostrar las problemáticas que surgieron con la organización del gobierno interior de los pueblos de la provincia y el Estado de México durante la vigencia de la legislación gaditana, en particular las controversias sociales por el control de los recursos territoriales al establecerse las normas sobre la hacienda municipal. Explica cómo interpretaron los pueblos de indios los postulados de la Constitución de Cádiz para formar los nuevos ayuntamientos, en especial cómo adecuaron su administración hacendaria formada por propios y arbitrios, ya que antes de 1812 los pueblos de indios poseían un patrimonio territorial constituido por un fundo legal, las tierras de repartimiento y los bienes comunales. La administración de este territorio patrimonial fue objeto de especial atención por parte de los liberales quienes modificaron la administración de los bienes comunales de los pueblos. La autora reconstruye la administración de estos bienes para explicar que algunos de sus elementos tenían un origen muy antiguo, mientras que otros fueron impuestos dentro del proceso de modernización impulsado por las reformas borbónicas; explica cómo las reformas impuestas por la Regencia española, posteriormente por la Diputación de México y, finalmente, por el Congreso Constituyente del Estado de México modificaron la administración de los bienes comunales de los pueblos, pero respetaron los derechos de propiedad existentes y vigentes sobre las tierras y bienes comunales. Concluye que el restablecimiento de la Constitución de Cádiz en 1820 abrió paso a la transformación de las repúblicas de indios en los ayuntamientos. El dominio que ejerció el rey sobre las tierras y bienes comunales de los pueblos fue trasladado a la Diputación Provincial y, más tarde, al Congreso del Estado de México. En 1821 la Diputación de Nueva España discutió un plan que proponía “la distribución de los ejidos y las tierras de comunidad a los vecinos de los pueblos, bajo censo moderado” y se acordó no dar esas tierras en dominio directo, sino únicamente con el dominio útil a los vecinos; de esta manera quedó estipulado repartirlas bajo un pequeño impuesto o arrendamiento que sirviera para aumentar los fondos de los mismos ayuntamientos. Un año después se debatió en la Diputación de México el Plan de fondos municipales para los pueblos, con lo cual se acordó que el ramo de propios debía estar integrado por las tierras de repartimiento de cada demarcación, como fundo legal, con el nombre de comunidad o de cofradía. Este plan no se aplicó, pero fue retomado por los diputados del Estado de México quienes también trataron de interferir en la administración de los pueblos, los cuales continuaban teniendo problemas con el usufructo de los bienes de comunidad y la dotación de propios a los ayuntamientos. En este proceso los bienes de las cofradías e instituciones de santos, también se verían afectados por las disposiciones de los diputados.


  En el tercer capítulo, titulado “Municipios y haciendas entre el siglo xix y la reforma agraria. Los Valles Centrales de Oaxaca”, a cargo de Antonio Escobar Ohmstede, se expone lo que implicó el surgimiento de los territorios municipales, con sus respectivas autoridades, en propiedades privadas como haciendas o ranchos, sin que fuera decisiva su extensión territorial sino su número de pobladores. El objetivo es observar la reconformación territorial que se dio en los Valles Centrales de Oaxaca a partir de la aparición y desarrollo de los ayuntamientos y agencias municipales en los que se convirtieron muchas haciendas entre el siglo xix y la reforma agraria. El análisis del papel que desempeñaron las haciendas de los Valles Centrales de Oaxaca en la formación de jurisdicciones político-administrativas le permite al autor abrir caminos sobre lo que ha comprometido el papel de las haciendas, más allá de ser vistas como unidades productivas o entidades que se encuentran en constate conflicto con sus colindantes. Escobar Ohmstede muestra que la reconformación territorial municipal en los Valles Centrales de Oaxaca fue un proceso histórico que implicó varios factores políticos, jurídicos y sociales. Un elemento clave dentro de la reconfiguración territorial era la forma en que se podía tener acceso a los recursos naturales y la forma en que se usaban, asunto fundamental en la ocupación del espacio y el desarrollo productivo de las diversas estructuras agrarias. Las reconfiguraciones territoriales quedaron plasmadas tanto en la legislación oaxaqueña como en las estadísticas estatales; ambos elementos fueron fundamentales para la consolidación y el reconocimiento político-territorial de las localidades. No obstante, sigue siendo poco claro cómo se definieron los límites y los linderos entre los distintos niveles, sobre todo entre los diversos municipios, como actualmente lo podemos percibir. Algunas haciendas solicitaron una categoría política, pero la mayoría no lo hizo. El decreto de 1847 abrió las puertas a las haciendas y a los barrios; el argumento para considerar es si fue para la mejor administración de un territorio, para buscar un mayor control sobre los habitantes o, sencillamente, para dirimir los constantes conflictos por los recursos naturales.


  Con la temática de la reforma agraria articulada al proceso de desamortización de los terrenos comunales de los pueblos, en el cuarto estudio, “Entre la desamortización y la reforma agraria: el desplazamiento del municipio en el manejo de los recursos productivos. El caso de Ocoyoacac, 1880-1930”, Gloria Camacho Pichardo analiza el desplazamiento del ayuntamiento en el manejo de los recursos productivos en el municipio de Ocoyoacac entre 1880 y 1930 y explica el papel del municipio en la administración de su territorio en términos de los recursos naturales como bosques, pastos, tierras y aguas, al ser aplicada la ley federal de desamortización de los bienes de las corporaciones civiles y eclesiásticas del 26 de junio de 1856, así como también en términos de los beneficios fiscales que obtuvo y el paulatino desplazamiento que sufrió a finales del siglo xix y las tres primeras décadas del siglo xx. La autora visualiza este desplazamiento en dos niveles: el primero al interior, debido a que los vecinos de los pueblos buscaron dejar fuera a las autoridades municipales de la administración de los bienes apoyándose en el propio marco legal que les ofrecía el gobierno estatal para intervenir en los recursos de uso común como los ejidos (1890); y, después, la reforma agraria la cual consolidó el proceso, ya que el Estado mexicano se declaró propietario de los principales recursos y dejó fuera al ayuntamiento en la administración de los ejidos. El segundo nivel fue la cuestión fiscal, pues al verse mermadas las arcas fiscales de los estados de la república con las medidas agrarias el gobierno del Estado de México buscó lesionar los ingresos de los ayuntamientos. Camacho Pichardo concluye que con los proyectos gubernativos, tanto el individualista de la segunda mitad del siglo xix mediante la desamortización de los bienes comunales, como el de reforma agraria del siglo xx, los vecinos de los pueblos vieron la posibilidad de dejar fuera al ayuntamiento para tratar de alcanzar el control de sus principales recursos. Las medidas agrarias posteriores a 1915 favorecieron la paulatina pérdida de control de los principales recursos productivos de los pueblos por parte del ayuntamiento, sin embargo, este no perdió de manera tajante su influencia en algunos pueblos como fue el caso de Cholula. La autora considera que, a fin de incrementar su control político y el de los recursos naturales, a partir de la aplicación de la legislación de la reforma agraria la tendencia general del gobierno federal apunta al desplazamiento de los ayuntamientos como células de poder económico y político.


  En el quinto y último capítulo, “El municipio libre, una propuesta incumplida. El caso del municipio de Toluca, 1917-1940”, María del Carmen Salinas Sandoval expone los problemas que enfrentó, particularmente, el municipio de Toluca para alcanzar la promesa revolucionaria de municipio libre planteada desde 1914 por Venustiano Carranza. El objetivo de la investigación es explicar algunos fundamentos políticos por los cuales la elevación a rango constitucional del municipio libre, como una de las reivindicaciones de la Revolución mexicana, no fue suficiente para hacer realidad el fortalecimiento municipal. El interés de la autora es seguir abonando a la explicación de por qué al disponer el municipio libre en la Constitución Federal de 1917 y, en consecuencia, en las constituciones estatales, no se pudo romper con las prácticas propias del centralismo municipal fomentado en el siglo xix. El municipio libre se concretó a tres medidas: i) la separación del jefe político de la escena del gobierno local y estatal, como lo pidieron habitantes y políticos liberales de la época, ii) el otorgamiento al municipio de personalidad jurídica; y iii) el consentimiento a las legislaturas estatales para ocuparse de la hacienda municipal. Para contribuir a esta explicación se exponen las principales disposiciones legales del Estado de México que vigorizaron en la entidad los principios de municipio libre, expuestos en la Constitución federal, y su correspondiente aplicación en la vida municipal de Toluca en tres ramos principales que afectaron directa e indirectamente al gobierno municipal (bando de buen gobierno, elecciones de ayuntamiento y reparto agrario) en los 20 años posteriores a las normas constitucionales del municipio libre (1917 a 1940). Se parte de la premisa de que el anhelo revolucionario de libertad municipal no se concretó debido a que el proceso de centralización de las decisiones del municipio en los poderes estatales no tuvo ruptura; esta centralización fue capitalizada por las autoridades federales y estatales para organizar la estructura política fracturada durante el movimiento revolucionario. La autora concluye que, después de las disposiciones de municipio libre, el funcionamiento del municipio de Toluca no podía determinarse por sí mismo; la legislación estatal le proporcionó su carácter, sus límites y su organización, siguiendo los principios de la Constitución Federal. La libertad municipal de Toluca quedó nuevamente subordinada a la gobernabilidad de la entidad estatal. Los vínculos políticos y económicos dentro del municipio no se definieron a partir de las necesidades locales, sino a partir de la representación política que requería el grupo que controlaba el poder en el estado y de su interés por convertirse en garante de las demandas revolucionarias, con excepción de la distribución de la tierra, acaparada por la federación. El Estado de México volvió a tomar las riendas de su territorio, de las finanzas, en general; de la política interna e institucional. El tipo de municipio libre que se construyó a partir de los principios de Venustiano Carranza definió la ruta de la relación entre federación y estado y entre estado y municipio.


  La aspiración de los autores que participamos en este libro es mostrar algunas expresiones de adaptación y descontento social, ante la polaridad entre los hábitos consuetudinarios de los pueblos y las disposiciones liberales del municipio, implementadas durante los siglos xix y las primeras décadas del xx; y los cambios y continuidades que los municipios tuvieron entre el siglo xix y xx. Nos centramos en cuatro temas históricos esenciales para explicar el municipio del siglo xxi: la conformación territorial, el control de los recursos naturales, la libertad municipal y los derechos indígenas.


  Estos estudios nos obligan a pensar el municipio como el nivel de gobierno que tiene una relación inmediata con los ciudadanos y vecinos la cual es la forma primaria de articulación del poder político con los otros niveles de gobierno (estatal y nacional). Estos trabajos dejan constancia de que el gobierno municipal, de inicio, forma parte de la complejidad social establecida en su territorio con sus contradicciones y conflictos; por tanto, la relación entre ayuntamiento y sociedad es un proceso permanente, con profundas raíces históricas. El estudio del municipio es un compromiso con el análisis de múltiples variables que se entrecruzan, porque como institución y base social el municipio es dinámico contribuyendo así a forjar una nación en constante movimiento. A 500 años de la fundación del municipio en México presentamos estos cinco estudios que dan cuenta de su importancia en los niveles local, estatal y nacional. Las versiones preliminares de tres de los trabajos que se presentan aquí, que corresponden a la autoría de René García, Antonio Escobar y María del Carmen Salinas, respectivamente, fueron presentadas en el II Congreso Internacional de Derecho Municipal. Quincentenario del municipio mexicano, realizado en abril de 2019.


  María del Carmen Salinas Sandoval


  Los cabildos novohispanos:

  raíces históricas de los ayuntamientos del altiplano central mexicano




  René García Castro*


  I






  * Profesor-investigador de la Facultad de Humanidades de la Universidad Autónoma del Estado de México.


  Introducción


  Como se sabe, la incursión de los primeros españoles en los territorios antillanos, desde finales del siglo xv y primeros años del siglo xvi, implicó la fundación de sendos órganos de gobierno local (cabildo de españoles) que regirían las acciones de los flamantes consejeros electos (alcaldes, regidores y síndicos) en cada una de las villas y ciudades recién fundadas. En 1519 el conquistador Hernán Cortés fundó en la villa Rica de la Vera Cruz el primer cabildo o ayuntamiento en tierra firme, o continental, de América con el objetivo de dar legitimidad a las acciones de descubrimiento, conquista y poblamiento a nombre del rey español. Dichas acciones se fueron expandiendo y consolidando con la creación de más villas y ciudades de españoles y, por tanto, con la creación de un cabildo ordinario en cada una. Las implicaciones de estas fundaciones son bastante conocidas en la historiografía sobre la conquista y ocupación de Mesoamérica por parte de los españoles (Martínez, 2005: 113-124; García, 2011: 101-120; y Martínez, 2013; Bertrand, 2014: 25-40).


  Sin embargo, estas formas de gobierno local también se hicieron extensivas a cada uno de los llamados pueblos de indios (o repúblicas de indios), que en números aproximados serían alrededor de 1 500 en toda el área de la Mesoamérica mexicana a mediados del siglo xvi. Varios trabajos modernos han dado cuenta de la existencia de estos pueblos y cabildos de indios en los siglos xvi y xvii en diversas áreas del territorio novohispano (Gibson, 1981;García Martínez, 1987; Quezada, 1993; García Castro, 1999; Spores, 1984), pero con perspectivas y objetivos distintos, que los hace de difícil comparación entre unos y otros.


  Además, hay una abundante y reciente bibliografía centrada en los estudios de los problemas de transición de los cabildos coloniales a ayuntamientos constitucionales entre la época virreinal y la republicana (Barbosa, 2014: 119-146; Becerra, 2014: 41-68; Bernal, 2014: 99-118; Bertrand, 2014: 25-40; Bock, 2014: 227-256; Calvo, 2014: 309-320; Escobar, 2014: 133-176 y 2009: 63-92; García Ayala, 2009: 151-182; González, 2014: 281-308; Gortari, 2014: 199-227; Gutiérrez, 2014: 167-192; Guzmán, 2009: 183-268; Juárez, 2009: 375-408; Machuca Chávez, 2014: 69-98; Machuca Gallegos, 2014: 257-280; Olveda, 2009: 409-432; Palomo, 2015: 159-186; Pérez, 2009: 335-374; Pietschmann, 2014: 23-70; Reyes, 2009: 93-118; Salinas, 2015: 53-88; Sánchez, 2009: 301-333; Silva, 2009: 269-300; y Talavera, 2009: 119-149). En este sentido, se mantiene vigente hoy día el interés por estudiar los antecedentes de los actuales ayuntamientos republicanos de México y por ello una versión previa de este trabajo se presentó en la primera mesa del “II Congreso Internacional de Derecho Municipal. Quincentenario del municipio mexicano”, celebrado en la ciudad de Toluca entre el 10 y 12 de abril de 2019.


  El objetivo central de este capítulo es examinar la evolución de los cabildos de indios y los de españoles a lo largo del periodo novohispano, así como de los ayuntamientos constitucionales en el periodo gaditano y los primeros años de la República Mexicana, en el actual territorio del Estado de México, con la finalidad de evaluar los cambios y las continuidades de estas unidades básicas de organización política. La hipótesis que se sostiene en este escrito es que, a pesar de los cambios y ajustes habidos en la época colonial y la república en la forma de reconocer la existencia de los gobiernos locales (cabildos-ayuntamientos) y las entidades político-territoriales que las sustentan, hubo líneas de continuidad de gran significación que en muchos casos se prolongan hasta el día de hoy. Incluso, en la época de transición entre el virreinato y la república hubo una gran continuidad en los procesos políticos locales a pesar de los cambios “revolucionarios” que se estaban implementando con la constitución gaditana (Calvo, 2014: 309-320; García Castro, 1996: 63-72; Hensel, 2008: 126-163; Güemez, 2007: 89-129; y Serrano, 2016: 155-195).


  Los límites temporales de esta investigación arrancan a mediados del siglo xvi cuando la historiografía reciente ha considerado que se generalizó la formación de los pueblos de indios y sus cabildos en el área central de la Nueva España, formando parte de una primera generación de estas instituciones. Las fechas últimas (1825-1826) obedecen, por un lado, a la etapa final de transición de la formación de los nuevos ayuntamientos constitucionales, que se inició con la aplicación de la Constitución gaditana en 1812 y culminó con la consolidación de las unidades municipales mexiquenses que se formaron bajo la nueva ley de 1825 (Lizcano y Maya, 2017: 105 y 117); y, por otro lado, a que varios trabajos recientes sobre este tema arrancan sus investigaciones en estas fechas lo que permitirá conectar dos periodos distintos que se suelen trabajar de manera independiente uno de otro y mirar este asunto a más largo plazo (Salinas, 1996, 2001 y 2014; Lizcano y Maya, 2017: 104-139).


  En cuanto a los límites espaciales se ha decidido tomar como el área central de estudio el actual territorio del Estado de México, pues ello permite hacer comparaciones y dar continuidad a la información relativa a estas unidades básicas de organización política desde el siglo xvi hasta nuestros días. También por esta razón se han considerado ciertos procedimientos metodológicos para el tratamiento y sistematización de la información primaria. En primer lugar, se ha organizado y clasificado toda la información a partir de la división político-administrativa que tenía el Estado de México para 1825 y 1826. Por supuesto que se han deducido todas las divisiones políticas y administrativas de aquellos territorios que se segregaron del mexiquense en el siglo xix para formar parte de los nuevos estados de Guerrero (1849), Morelos (1869) e Hidalgo (1869), así como los del Distrito Federal (1824). Esta división política de la época estaba organizada y jerarquizada en varios niveles: prefecturas, partidos y municipalidades, como se expone a continuación (véanse cuadro 1 y mapa 1).


  Respecto a los límites temáticos, se ha seguido aquí el empleo de varios conceptos que permiten comprender de mejor forma la historia y evolución de los actuales municipios mexicanos y mexiquenses, en particular. Para el periodo novohispano se ha empleado el concepto de pueblo de indios o república de indios propuesto por varios autores como la entidad político-territorial que fue la heredera colonial de los antiguos señoríos mesoamericanos y cuya naturaleza fue de carácter corporativo (Gibson, 1981; García Martínez, 1999: 213-236; Lockhart, 1999). Estas entidades gozaron de personalidad jurídica y poseían un gobierno local propio denominado cabildo de indios, que fue el resultado del trasplante del municipio español en Nueva España. El rasgo característico de estos cabildos es que, además de contar con los tradicionales cargos concejiles de alcaldes y regidores electos anualmente, también gozaron de la figura de un gobernador que era la máxima autoridad gubernativa en el cabildo y representante de todo el pueblo de indios ante las autoridades virreinales. Los primeros gobernadores de los pueblos de indios fueron los antiguos señores o caciques hereditarios quienes habían sido reconocidos como tales por las autoridades coloniales, aunque poco a poco fueron sustituidos por principales de los pueblos con carácter electivo y cuyas figuras perduraron hasta el final del periodo novohispano (Machuca Gallegos, 2014: 15-24).


  Cuadro 1

  División político-administrativa del actual territorio del Estado de México en 1826


  
    

      	
        Prefectura

      

      	
        Partidos

      

      	
        Municipalidades

      
    


    
      	
        México

      

      	
        Chalco

      

      	
        8

      



      	

      	
        Cuautitlán

      

      	
        4

      



      	

      	
        Zumpango

      

      	
        4

      



      	

      	
        Texcoco

      

      	
        6

      



      	

      	
        Tlalnepantla

      

      	
        6

      



      	

      	
        Teotihuacán

      

      	
        6

      
    


    
      	
        Toluca

      

      	
        Toluca

      

      	
        9

      



      	

      	
        Ixtlahuaca

      

      	
        7

      



      	

      	
        Tenango del Valle

      

      	
        4

      



      	

      	
        Tenancingo

      

      	
        4

      
    


    
      	
        Tula

      

      	
        Xilotepec

      

      	
        5

      
    


    
      	
        Taxco

      

      	
        Temascaltepec

      

      	
        3

      



      	

      	
        Tejupilco

      

      	
        6

      



      	

      	
        Sultepec

      

      	
        2

      



      	

      	
        Zacualpan

      

      	
        3

      
    


    
      	
        Total

      

      	

      	
        77

      
    

  



  Fuente: elaboración del autor con datos de Memorias de gobierno del Estado de México 1825 y 1826 .
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